
 

 

 

 
Consejo Superior de la Judicatura 

     Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 

SOLEDAD – NUEVE (09) DE MAYO DE DOS MIL VEINTITRES (2023). 
 

ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
RADICACIÓN: 2023-0017 (S.I 2023-0165-01) 
ACCIONANTE: MARIA GONZALEZ ESCORCIA 
APODERADO: ROBERTO CAMARGO OLIVERO 
ACCIONADOS: ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Se decide la impugnación a que fuere sometido el fallo de tutela del 10 de febrero de 2023, 
proferido por el JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS 
MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela instaurada por MARIA 
GONZALEZ ESCORCIA  través de apoderado judicial DR ROBERTO CAMARGO en contra 
de ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD, por la presunta vulneración de sus derechos 
fundamentales de MÍNIMO VITAL, VIDA DIGNA Y DEBIDO PROCESO.  
 

HECHOS 
 

La accionante expresa como fundamentos del libelo incoatorio los que se exponen a 
continuación: 

 

 

SIGCM

A 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



ADICACIÓN: 2018-00400 / S.I. 2018-00544 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA  
ACCIONANTE: JORGE ÁLVARO POLANCO PONTÓN 
ACCIONADO:  INSPECCIÓN SEXTA DE POLICÍA DE- MALAMBO 

 

 

Página 2 de 11 

 

 

 

 
 
 

PRETENSIONES 
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DE LA ACTUACIÓN 
 
La acción de tutela correspondió por reparto al JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, siendo inadmitida a través de 
auto del 10 de febrero de 2023; ordenándose requerir a la accionada a fin de que rindieran 
informe detallado sobre los hechos relacionados en la solicitud de amparo. Además vincula 
al trámite a  SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE SOLEDAD, NUEVA EPS, 
COLPENSIONES 
 
INFORME NUEVA EPS 
CHRISTIAN DAVID VALBUENA JIMENEZ, en calidad de apoderado especial, indicó que:  
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INFORME COLPENSIONES 
MALKY KATRINA FERRO, en calidad de directora, manifestó: 

 

 
 

INFORME ALCALDIA DE SOLEDAD 
YESENIA OCAMPO BARRIOS, en calidad Secretaria de Talento Humano, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA DE EDUCACION DE SOLEDAD 
AIDA MARGARITA OJEDA VEGA, en calidad de Secretaria de Educación, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA 
 
El JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, a través de fallo calendado 10 de febrero de 2023 resolvió la solicitud de 
amparo, declarando improcedente la misma. 
 
 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN 
 
Inconforme con la decisión, la parte accionante presenta impugnación en contra de fallo 
proferido en sede de primera instancia bajo los argumentos que se exponen así: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De acuerdo con la situación fáctica puesta de presente en el acápite de antecedentes, 
consiste en determinar en primera medida, si es procedente el estudio de revocatoria del 
decreto que declaró la insubsistencia del cargo de la accionante por parte de la accionada, 
así como de la providencia que rechazó por improcedente el recurso presentado.  
 
 

NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 
 

El marco constitucional está conformado por el artículo 3, 29, 48 y 86 de la Constitución  
Política, Decreto 2591 de 1991, artículo 67 de la Ley 1753 de 2015, sentencia T-265/22, 
sentencia T-675/11 y sentencia T-144/21, entre otros.  

 
 

CONSIDERACIONES 
 
El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz protección. 
 
La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 
mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 
cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 
así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 
estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u omisión 
de cualquier persona. 
 
Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 
por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento que 
permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen de 
vías judiciales, o en las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la vulneración 
de un derecho. Sin embargo, debe resaltarse que a ella corresponde igualmente asegurar 
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que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es decir, está la de 
señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se pueda armonizar el 
interés por la defensa de los derechos fundamentales con la obligación de respetar el marco 
de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así mismo se tiene que la Acción de 
Tutela de naturaleza protege exclusivamente los derechos constitucionales fundamentales.  
 
En relación con el derecho a la VIDA DIGNA, se tiene que la jurisprudencia constitucional 
ha desarrollado este derecho como una vertiente del derecho fundamental a la vida, 
especificando que este no constituye el solo hecho de poder existir, sino de poder gozar de 
manera digna de esa existencia, así, se han efectuado pronunciamientos como el contenido 
en la sentencia T-675 de 2011, en la que la Corte Constitucional señaló: “…la Corte 
Constitucional, en abundante jurisprudencia ha sostenido que el derecho a la vida 
reconocido por el constituyente, no abarca únicamente la posibilidad de que el ser humano 
exista, es decir, de que se mantenga vivo de cualquier manera, sino que conlleva a que esa 
existencia deba entenderse a la luz del principio de la dignidad humana, reconocido en el 
artículo 1° de la Carta como principio fundamental e inspirador de nuestro Estado Social de 
Derecho. 
 
En sentencia SU-062/99 este Tribunal, en lo pertinente, precisó que: “Al tenor de lo 
dispuesto en el artículo 1° de la Constitución Política, Colombia es un Estado social de 
derecho fundado en el respeto de la dignidad humana. La dignidad, como es sabido, 
equivale al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el hecho de ser 
tal. Equivale, sin más, a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás  un trato 
acorde con su condición humana. De esta manera, la dignidad se erige como un derecho 
fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el fundamento 
político del Estado colombiano”. 
 
Desarrollando los conceptos anteriores, la jurisprudencia constitucional en torno del 
derecho a la vida ha hecho énfasis en que éste no hace relación exclusivamente a la vida 
biológica, sino que abarca también las condiciones mínimas de una vida en dignidad. 
 
En cuanto al derecho al MÍNIMO VITAL, en sentencia T-144 de 2021, la Corte 
Constitucional indicó: “62. Así, desde la sentencia SU-995 de 1999, esta corporación 
reconoce el mínimo vital como un derecho fundamental ligado a la dignidad humana. En 
esa oportunidad, la Corte manifestó que «la idea de un mínimo de condiciones decorosas 
de vida (…), no va ligada sólo con una valoración numérica de las necesidades biológicas 
(…) para subsistir, sino con la apreciación material del valor de su trabajo, de las 
circunstancias propias de cada individuo, y del respeto por sus particulares condiciones de 
vida».”   
 
El derecho al DEBIDO PROCESO, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, 
comprende el respeto de las etapas consagradas para cada actuación, judicial o 
administrativa, en que se vea inmersa una persona, por lo que se entiende como el cumulo 
de garantías con que esta cuenta al momento de efectuar sus actuaciones, la sentencia C-
341 de 2014, señala que “5.3.2. La jurisprudencia constitucional ha definido el derecho al 
debido proceso como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a 
través de las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial 
o administrativa, para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la 
aplicación correcta de la justicia.” 
 

La Constitución Política de Colombia, establece: 
ARTÍCULO 23. CLASES DE NOMBRAMIENTOS. Los nombramientos serán ordinarios, en 
período de prueba o en ascenso, sin perjuicio de lo que dispongan las normas sobre las 
carreras especiales. 
 
Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos por nombramiento 
ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del empleo 
y el procedimiento establecido en esta ley. (...)”. 
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De conformidad con lo anterior tienen la naturaleza de libre nombramiento y remoción 
aquellos empleos que obedezcan a alguno de los otros criterios señalados en el artículo 5 
de la Ley 909 de 2004. Para la provisión de dichos empleos, debe realizarse un 
nombramiento ordinario. 
 
Respecto al concepto u objeto “de libre nombramiento y remoción” se traduce en que la 
persona que ha de ocupar un empleo de tal naturaleza puede ser nombrada y también 
desvinculada por quien tiene la facultad de hacerlo. Es decir, el órgano o persona a quien 
corresponda, puede disponer libremente del cargo confirmando o removiendo a su titular, 
mediante el ejercicio exclusivo de la facultad discrecional que, entre otras cosas, se justifica 
precisamente porque en virtud de las funciones que le son propias al cargo de libre 
nombramiento y remoción, (de dirección, manejo, conducción u orientación institucional), 
se toman las decisiones de mayor trascendencia (adopción de políticas o directrices 
fundamentales) para la entidad o la empresa de que se trate. 
 
Los empleados de libre nombramiento y remoción no gozan de las mismas garantías de los 
del régimen de carrera, y pueden ser libremente nombrados y removidos en ejercicio del 
poder discrecional que tiene la Administración para escoger a sus colaboradores, toda vez 
que ocupan lugares de dirección y/o confianza dentro de la entidad pública. 
 
Por su parte, el artículo 5 de la Ley 909 de 2004 dispone que los empleos de los organismos 
y entidades a las cuales se le aplica esta ley (artículo 3 ibídem) son de carrera 
administrativa, con excepción de los de elección popular, los de periodo fijo, conforme a la 
Constitución y la ley, los de los trabajadores oficiales, aquellos que son ejercidos por las 
comunidades indígenas y los de libre nombramiento y remoción. 
 
De manera que, aquellos empleos públicos que se proveen bajo la figura de libre 
nombramiento y remoción, no tienen en su denominación el carácter de carrera 
administrativa, si no que contienen dentro de su naturaleza aquellas funciones que 
requieren entre otras, de la dirección, conducción y orientación institucional, de especial 
confianza por el manejo de bienes, dineros y/o valores del Estado o que cumplen funciones 
de asesoría en las Mesas Directivas de las Asambleas Departamentales y de los Concejos 
Distritales y Municipales. 
 
Ahora bien, frente a la declaratoria de insubsistencia en un cargo de libre nombramiento y 
remoción, en la ley anteriormente enunciada establece: 
 
“ARTÍCULO 23. Clases de nombramientos. Los nombramientos serán ordinarios, en 
período de prueba o en ascenso, sin perjuicio de lo que dispongan las normas sobre las 
carreras especiales. 
 
Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos por nombramiento 
ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del empleo 
y el procedimiento establecido en esta ley. 
 
(...) 
“ARTÍCULO 41. CAUSALES DE RETIRO DEL SERVICIO. El retiro del servicio de quienes 
estén desempeñando empleos de libre nombramiento y remoción y de carrera 
administrativa se produce en los siguientes casos: 
 
a) Por declaratoria de insubsistencia del nombramiento en los empleos de libre 
nombramiento y remoción; (...) 
 
PARÁGRAFO 2. Es reglada la competencia para el retiro de los empleos de carrera de 
conformidad con las causales consagradas por la Constitución Política y la ley y deberá 
efectuarse mediante acto motivado. La competencia para efectuar la remoción en empleos 
de libre nombramiento y remoción es discrecional y se efectuará mediante acto no 
motivado”. 
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En ese entendido, los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos mediante 
nombramiento ordinario, previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para su 
desempeño, y aquellos servidores que los ocupen, podrán ser removidos por voluntad 
discrecional del nominador u empleador y posteriormente declararse la insubsistencia del 
nombramiento mediando acto administrativo no motivado, por la especial confianza que 
caracteriza el ejercicio de estos empleos. (subrayada nuestra) 
 
 

CASO CONCRETO 
 
En el presente caso, manifiesta la parte accionante que se presenta vulneración de sus 
derechos fundamentales al MÍNIMO VITAL, VIDA DIGNA y DEBIDO PROCESO, por parte 
de la ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD en atención a que la accionada mediante 
Decreto número 092 de 13 de octubre del 2022, declaró la insubsistencia del cargo que 
ostentaba la actora desde el 15 de agosto de 2006 bajo la modalidad de libre nombramiento 
y remoción  
 
Sumado a lo anterior, el apoderado judicial de la actora asegura que su prodigada es una 
persona de 66 años edad, que padece hipertensión arterial y problemas renales; por lo 
anterior presentó recurso de reposición contra el citado decreto el cual fue rechazado por 
improcedente. Por todo lo anterior pretende a través de este mecanismo constitucional, se 
revoque del Decreto, así como del acto que rechazó el recurso y se ordene la reubicación 
en el cargo que venía desempeñando. 
 
La accionada por su parte asegura no estar vulnerando los derechos fundamentales de la 
accionante aun cuando acredita la mayoría de los hechos citados en el escrito de tutela, 
además solicita se declare improcedente la acción. 
 
El a quo en fallo de primera instancia, resolvió declarar improcedente el amparo al 
considerad que la actora cuenta con otros mecanismos ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo. 
 
Ahora bien, este Despacho evidencia que en la situación puesta de presente la actora 
pretende que se le reconozca la estabilidad laboral por ostentar la calidad de pre 
pensionable, y al respecto la Doctrina Constitucional ha explicado, que la estabilidad laboral 
en las vinculaciones laborales por libre nombramiento y remoción es restringida o precaria 
puesto que, la vinculación, permanencia o retiro de los cargos depende de la voluntad del 
empleador, quien goza de un alto grado de discrecionalidad, luego exento de arbitrariedad 
por desviación de poder, en tanto que la permanencia o desvinculación de una persona de 
libre nombramiento y remoción obedece a razones de buen servicio y de confianza.  
 
La discrecionalidad del empleador es, entonces de alto grado, respecto de los empleados 
de libre nombramiento y remoción que pueden ser retirados, en cualquier momento de su 
cargo, como ya lo había notado la Corte en su Sentencia C-514 de 1994, al indicar que las 
expresiones a la carrera administrativa solamente encuentran sustentos en la medida en 
que, por la naturaleza misma de la función que se desempeña, se haga necesario dar al 
cargo respectivo en trato en cuya virtud el nominador pueda disponer libremente de la plaza, 
nombrando, confirmando o removiendo a su titular por fuera de las normas propias del 
sistema de carrera.  
 
Adicional a todo lo antes expuesto, se evidencia que la pretensión de la actora  es que se 
revoque el decreto número 092 de 13 de octubre del 2022 el cual declaró insubsistente el 
cargo y en su lugar se ordene la reubicación laboral; tal pretensión se escapa de la órbita 
de la acción de tutela por cuanto corresponde a la jurisdicción contencioso administrativo 
resolver el debate planteado, máxime si en el trámite del proceso se puede solicitar medidas 
como la suspensión de los efectos del citado decreto.  
 
Así las cosas, resulta procedente confirmar en todas sus partes el fallo proferido en primera 
instancia adiado 10 de febrero de 2023 por el JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS 
CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD  
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EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 
SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 
AUTORIDAD DE LA LEY, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 10 de febrero de 2023 
por el JUZGADO PRIMERO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES 
DE SOLEDAD dentro de la acción de tutela impetrada por MARIA GONZALEZ ESCORCIA 
en contra de ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD, de conformidad con lo expuesto en la 
parte motiva de este proveído. 
 
SEGUNDO: NOTIFICAR esta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 
Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

 
TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte Constitucional 
para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 
 

 
NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE 

PRESENTA LA PAGINA DE FIRMA DIGITAL 
 

 


